
1. Introducción1

Cuando hablamos con las personas
de nuestro entorno sobre la cárcel habi-
tualmente la respuesta es el mutismo:
no sé nada; lo único que sé es lo que
sale en televisión; no me atrevo a opi-
nar; sé muchas cosas, pero es preferible
no hablar porque hay mucha porquería;
paso del tema porque el problema es de
los que están encerrados y si están allí
es porque se lo han buscado. Cualquiera
de las respuestas anteriores es preocu-
pante y bloquea el acceso al conoci-
miento de lo que ocurre en las cárceles
asentándonos sobre una contradicción:
nos desculpabilizamos todos para incul-
par cruelmente a unos pocos.

2. Reformismo penitenciario:
dispositivos normativos,
jurisdiccionales, prácticos
e ideológico-discursivos2

Tras la muerte de Franco en el año
1975 hubo urgencia por normalizar
multitud de asuntos de la vida pública

e s p a ñ o l a .
V a r i a d o s
temas con-
formaron el
contexto en
el que se fue
configuran-
do una
nueva forma
de Estado
plasmado en
el llamado
pacto cons-
titucional.
Dicho pro-
ceso no fue
un camino

de rosas y se vio sometido a durísimas
resistencias que condicionaron decisio-
nes de política general, criminal y peni-
tenciaria. Finalmente, se adoptó en
España el <constitucionalismo social>.
Sobre dicha base se puso en marcha la
reforma penitenciaria que culminará
con la Ley Orgánica General
Penitenciaria (LOGP). Diseñada dentro
de la dialéctica representada por la
reforma/ruptura de los años de la tran-
sición política española triunfó la deno-
minada “opción reformista” que des-
atendió las demandas expresadas por
quienes padecían los efectos de una
situación carcelaria heredera del régi-
men de la dictadura fascista/franquista.
Así mismo, el articulado de la ley no
fue receptivo a los principios doctrina-
les elaborados por el Dictamen del
Senado aprobados en mayo de 1978. El
debate parlamentario que precedió a la
ley se vio condicionado por las “emer-
gencias” representadas por las deman-
das del COPEL y grupos afines que
orientaron el proceso de elaboración de

la misma. Lo curioso es que si el siste-
ma albergó en los años de transición
política a la democracia a 6.000 presos,
actualmente, España está a la cabeza
europea en índices de encarcelamien-
tos. Pese a las innovaciones constitucio-
nales, las bases del sistema penal esta-
ban lastradas por una legislación here-
dada del pasado. Frente a ello, medidas
de reforma del primer gobierno del
PSOE, albergaron una cierta esperanza
de transformación del sistema mientras
que otras medidas contrarreformistas
fueron signos claros de que el inicial
rumbo había sufrido desviaciones
importantes vinculadas a la penetración
de una “cultura de nuevas emergen-
cias”. Razones de alarma social, necesi-
dades disciplinarias, obligaciones esta-
tales contraídas en ámbitos internacio-
nales y exigencias de corte neoliberal se
impusieron por encima de los dictados
constitucionales repercutiendo en el
proceso de creación de las normas pro-
pias del control penal así como en los
procesos de interpretación y aplicación
del derecho. Las consecuencias sobre el
ámbito carcelario no se hicieron espe-
rar. Entre otras, la población encarcela-
da no cesó de aumentar, desde el punto
de vista arquitectónico primaron dos
opciones claras (las cárceles de máxima
seguridad y los planes de construcción
penitenciaria de las “macro cárceles”) y
desde el punto de vista de las orienta-
ciones de la política penitenciaria hay
que destacar la creación de los “ficheros
especiales” y el inicio de la práctica de
los traslados junto con la política peni-
tenciaria de dispersión de presos.
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2.1 Los dispositivos
tecnológicos de control y de
gobierno disciplinario de la
cárcel

Simultáneamente, las diversas admi-
nistraciones penitenciarias elaboraron
múltiples programas de actuación en
orden a la ejecución de la legislación
penitenciaria. Tanto sus líneas maestras
como sus fundamentos teóricos respon-
dieron a una intervención penitenciaria
anclada en postulados del positivismo
criminológico decimonónico y se
corresponden con una paradigma etioló-
gico de la criminalidad. Resulta cuestio-
nable la aplicación de dichos programas
basados en técnicas psicológicas de
puros reflejos provocados y que poseen
un efecto limitado en el tiempo. La críti-
ca general del conductismo (Pawlow,
Watson, Skiner) se hace todavía más
aguda cuando se verifican los resultados
de dichas terapias comportamentales en
ambientes cerrados. El tratamiento
penitenciario en orden a la consecución
de la resocialización de los reclusos
constituyó un fracaso aunque en sus fun-
ciones materiales representó un éxito al
fomentar actitudes individuales entre los
presos y lograr una “cárcel quieta”.

2.2 Los dispositivos
jurisdiccionales y los
ideológico-discursivos:
“ciudadanos de segunda” y
“doctrina penitenciarista
oficial”.

Diversas teorías acabaron por dar
carta de naturaleza a situaciones supe-
radas cuyo resultado ha sido la cons-
trucción jurídica de “ciudadanos de
segunda categoría”. También hay que
poner de manifiesto la “función ideoló-
gica” desempeñada por los Jueces de
Vigilancia Penitenciaria. Por otra parte,
el vehículo oficial de expresión de la
doctrina penitenciarista ha sido la
Revista de Estudios Penitenciarios en la cual
coincidieron las personas que diseñaron
la reforma penitenciaria de 1979 y pos-
teriormente la comentaron y divulga-
ron. El discurso de la revista, elaborado
por los propios autores de la reforma

penitenciaria, fue claramente “auto-ali-
mentador” dando sólo cabida a un dis-
curso positivo sobre la misma.

2.3 Dispositivos normativos de
1996: nuevo Código Penal y
nuevo Reglamento
Penitenciario.

El nuevo Código Penal se aprobó en
los últimos tiempos del Gobierno del
PSOE (1995) y sustituyó al llamado
Código Penal de la Dictadura. El debate
estuvo atravesado por “nuevas emergen-
cias” que condicionaron su resultado
final más bien negativo aunque todo ello
sin negar que supuso una importante
modernización (elevación de la mayoría
de edad penal, derogación de la Ley de
Peligrosidad y Rehabilitación Social
etc). En relación con el nuevo
Reglamento Penitenciario (1996), hay
que señalar que la mayoría de materias
que afectan a la regulación de la priva-
ción del derecho de libertad continúa
regulándose mediante normas que care-
cen de rango legal. En segundo lugar ha
de cuestionarse la imprevisión de la tipi-
ficación de las acciones que puedan dar
lugar a faltas disciplinarias. En tercer
lugar, resulta criticable el intento de
legalizar por vía reglamentaria al régi-
men del Fichero de Internos de Especial
Seguimiento (FIES). Por último, hacer
referencia al tema de la libertad condi-
cional para los presos enfermos termi-
nales, en donde las variables a tener en
cuenta para poner en marcha la excarce-
lación de presos son elevadas a categoría
de norma reglamentaria.

2.4. Dispositivos normativos de
2003: la contrarreforma
penal, procesal y
penitenciaria.

Fueron puestas en marcha por el
Gobierno del Partido Popular siguiendo
varias direcciones: la elevación de las
penas privativas de libertad hasta los 40
años, el recorte en la aplicación de bene-
ficios penitenciarios para ciertas catego-
rías de delitos, la creación de Juzgados
de Vigilancia Penitenciaria en la
Audiencia Nacional con la finalidad de

que se encarguen del seguimiento de las
penas impuestas a los condenados por
aquélla, el endurecimiento en la previ-
sión legal y en la aplicación de la prisión
preventiva y la expulsión del territorio
español de todos aquellos extranjeros
que comentan delitos. Dichas líneas
suponen la afectación de los cinco pilares
básicos de un sistema penal propio de un
Estado social y democrático de derecho.
Ya los socialistas en su período de
gobierno anterior habían dejado el obje-
tivo de la reinserción social en una pura
falacia y en los siguientes años del
gobierno del PP, lejos de plantearse una
política diferente, se acentuó la dimen-
sión represiva contra la droga, se hizo
poco hincapié en una política social a
favor de los desfavorecidos y se endure-
ció el Código Penal con la finalidad de
llevar a cabo una profilaxis social, espe-
cialmente en el sector juvenil.

3. De aquellos polvos, estos
lodos: aproximación
socio-empírica a la cárcel
real3

3.1 Algunos datos de un
panorama negro.

Según datos de 2004 se cifran en
60.000 el número de personas presas en
las cárceles españolas. Entre 1980 y
1990 la población penitenciaria aumentó
en más de 20.000 personas y en el año
2000 alcanzaba ya la cifra de 45.000 pre-
sos, incrementándose la población reclu-
sa en un 79%. Un 78,6% son penados y
un 21,4% preventivos. Por sexos, el
92,3% son hombres (aproximadamente,
54.619) mientras que el resto son muje-
res (aproximadamente, 4.580). Por
comunidades autónomas, las cárceles
andaluzas son las más masificadas
(12.193), seguidas de las catalanas

1 Jordi Balot, La injusticia entre rejas, Cristianisme i Justicia, 2003.
2 Iñaki Rivera Beiras, “La cárcel y el sistema penal en España y en Europa” en WWW. Pensamientopenal.com.ar/reforma03.doc.
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(7.979), las madrileñas (7.214) y las cas-
tellano-leonesas (6.558). Últimamente
un periódico gallego se hacía eco del
Informe del Sindicato de Prisiones sobre
el hacinamiento de presos en el centro
penitenciario de O Pereiro (172% fren-
te al 145% que soportan el resto de las
penitenciarias gallegas) siendo una de las
razones aducidas la incidencia de inmi-
grantes (18% de la población reclusa en
Galicia). En las cárceles andaluzas los
últimos datos señalan su masificación (en
2004, el 24% del total); escasez de fun-
cionariado (media de 25 funcionarios);
mortalidad alarmante (164 presos entre
2001-2004); Córdoba encabeza la lista
de centros penitenciarios españoles, por
número de presos fallecidos y es la
comunidad autónoma con más denun-
cias por malos tratos y torturas (237
entre 2001-2004) y el 60% de los reclu-
sos y reclusas no pueden acceder a la
educación; etc. En las prisiones catalanas
la situación se caracteriza por la masifi-
cación (7.000 para una capacidad de
4.500); infraestructuras insuficientes y
de mala calidad; problemas debido a una
legislación penal restrictiva; desidia ins-
titucional; falta de previsión en los
refuerzos de personal penitenciario y
centros de menores con mayor conflicti-
vidad; aumento del número de inmi-
grantes jóvenes; instalaciones de trabajo
que no garantizan la seguridad; aumento
de casos jóvenes con trastornos psiquiá-
tricos y toxicomanías; carencia de plazas
y consiguiente desvío a macro-centros.

3.2 Radiografía de las prisiones:
estructuras de violencia y
mecanismos de castigo.

Con relación a las características
personales de las personas presas (com-
ponente clasista del sistema penitencia-
rio, escaso o nulo bagaje cultural y esco-
lar de la población encarcelada, alto

nivel de desarraigo y desvinculación
afectiva y familiar); con relación a la
reincidencia en el delito y edad de pri-
mer ingreso (la cárcel aumenta la reinci-
dencia, como dispositivo excluyente
genera más exclusión y se convierte en
una fábrica de reincidencia); con rela-
ción a las macro cárceles (incrementan
los obstáculos para la reinserción por su
configuración arquitectónica, su ubica-
ción y sus mecanismos de control y de
seguridad; al ser espacios cerrados,
generan conflictividad y violencia entre
los mismos presos y los funcionarios;
producen degradamiento físico y men-
tal); con relación a la vida en régimen
cerrado y aislamiento (un número signi-
ficado ha visitado las celdas de aislamien-
to, el número de horas de encierro abso-
luto es significativo, la comida se sirve
fría a través de un agujero en la puerta,
producen aniquilamiento psíquico, el
94% de los presos de primer grado han
sido cacheados con desnudos integra-
les); con relación al tratamiento peniten-
ciario y equipos técnicos (el tratamiento
queda siempre supeditado a la seguridad
y al régimen, las propuestas de trata-
miento obligatorio individualizado han
sido mínimas, notable déficit de comuni-
cación con los funcionarios de los equi-
pos de tratamiento, para muchos presos
las entrevistas duran menos de 10 minu-
tos); con relación a las actividades en la
cárcel (la mayoría realizan actividades
especialmente educativas y en relación
con el tiempo libre la mayoría vegeta en
el patio); con relación a la droga (algo
más de la mitad de la población reclusa
es drogodependiente lo cual influye en
las sanciones disciplinarias, en el dete-
rioro de la salud, en la reincidencia y en
la estratificación social y de poder entre
los presos); con relación a los maltratos
(continúan existiendo malos tratos físi-
cos bajo apariencia de legalidad, espe-

cialmente en los presos de primer
grado); con relación al desarraigo y lugar
de cumplimiento (la práctica administra-
tiva de ubicación de presos genera des-
arraigo familiar y exclusión); con rela-
ción a traslados y conducciones (ocasio-
nalmente se utilizan traslados como
forma de sanción encubierta, a la mayo-
ría se les traslada esposados y en condi-
ciones no adecuadas); con relación a la
muerte en la cárcel (se constata que la
opinión pública desconoce la frecuencia
con que se muere en prisión, hay un ele-
vado número de enfermos que fallecen
poco después de ser excarcelados, la
gente se muere con relativa facilidad en
la cárcel, hay casos significativos de
muertos por Sida, suicidios y sobredosis
y las negligencias médicas son abundan-
tes); y con relación a las patologías car-
celarias (claustrofobia, irritabilidad per-
manente, depresiones diversas, síntomas
alucinatorios, abandono en hábitos de
auto-cuidado, apatía etc.).

3.3 El fracaso de un sistema
injusto: diez razones para no
construir más cárceles.

En definitiva, hay que buscar una
alternativa al sistema actual ya que las
cárceles resultan ineficaces en la rehabi-
litación (fracasan en reducir la reinci-
dencia), no garantizan los derechos
básicos inalienables de los presos,
muestran ineficacia preventiva e incapa-
citadora, giran en torno a una concep-
ción de justicia relativa (que cambia con
el tiempo, con el clima político, con la
opinión de los medios de comunicación
y con los pánicos morales), una vez que
se construyen permanecen en el tiem-
po (irreversibilidad constructiva), son
instituciones insaciables y depredado-
ras, son inhumanas, quiebran los valo-
res básicos de la sociedad, no ayudan a
las víctimas y son despersonalizantes.

radicionalmente las políticas de intervención con la infancia y la adolescencia en situación de riesgo, se carac-
terizaban en que ponían el énfasis en el papel protector, y ejercían este en el momento en que las situaciones
de riesgo se habían desbordado produciéndose una situación fragante de desamparo. Esta realidad comenzó a
modificarse a raíz de la promulgación de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de “Protección Jurídica del
Menor, de la modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil” en la que se introdu-
jeron las siguientes modificaciones a mi entender muy positivas para avanzar en las políticas de prevención:

1. “La concepción de la persona menor de edad como sujetos activos, participativos y creativos, con
capacidad de modificar su propio medio personal y social; de participar en la búsqueda y satisfac-
ción de sus necesidades y en la satisfacción de las necesidades de los demás”. Esto rompía con las
tendencias excesivamente proteccionistas, que relegaban al menor a un papel de mero espectador
de su proceso de crecimiento.

2. La afirmación de que no existe una diferencia tajante entre las necesidades de protección y las nece-
sidades relacionadas con la autonomía del sujeto, sino que la mejor forma de garantizar social y jurí-
dicamente la protección a la infancia es promover su autonomía como sujetos. Es decir se plantea las
necesidades de los menores como eje de sus derechos y de su protección.

3. La elaboración de los siguientes principios rectores de la actuación de los poderes públicos (Art. 11, 2):

a. La supremacía del interés del menor.

b. El mantenimiento del menor en el medio familiar de origen salvo que no sea conveniente para
su interés.

c. Su integración familiar y social.

d. La prevención de todas aquellas situaciones que puedan perjudicar su desarrollo personal.

e. Sensibilizar a la población ante situaciones de indefensión del menor.

f. Promover la participación y la solidaridad social.

g. La objetividad, imparcialidad y seguridad jurídica en la actuación protectora garantizando el
carácter colegiado e interdisciplinar en la adopción de medidas.
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